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Por un derecho consensuado de libre
determinaciÃ³n en una EspaÃ±a federal
No se hablarÃ¡ aquÃ de las intransitables vÃas de hecho para conseguir la independencia de
CataluÃ±a. Ni tampoco de las variantes histÃ³ricas de esas vÃas de hecho, aunque mencionarÃ©
la que originÃ³ la Guerra de SecesiÃ³n norteamericana y las de los estados bÃ¡lticos, con el
apoyo de la Otan, en el proceso de disoluciÃ³n de la UniÃ³n SoviÃ©tica, y anÃ¡logamente la de
Croacia. No hacen al caso catalÃ¡n. La Otan no apoya la secesiÃ³n de CataluÃ±a.Â 

El derecho de autodeterminaciÃ³n sÃ³lo es aplicable a las colonias, y CataluÃ±a jamÃ¡s ha sido
una colonia. Existe sin embargo otra posibilidad, seÃ±alada por Claus Offe: una comunidad, en
asuntos que la afectan a ella misma y solo a ella, tiene derecho a decidir por sÃ misma. Es lo que
se llama derecho a la Â libre determinaciÃ³n. Â¿PodrÃa ser reconocido este derecho a los
ciudadanos de CataluÃ±a? No exactamente, pues la libre determinaciÃ³n afecta al todo y no
solamente a una parte; pero sÃ por cercanÃa y aproximaciÃ³n, lo que impondrÃa variantes
importantes. ExaminÃ©moslo adoptando la perspectiva de cambios constitucionales en EspaÃ±a
en plazo no muy lejano.

CataluÃ±a hoy no es una naciÃ³n sino dos. EstÃ¡ dividida. Eso es para la gente, para las
personas, un problema angustioso o una frustraciÃ³n, acaso mÃ¡s graves que el desafecto de
una de esas fracciones no tanto hacia EspaÃ±a y los espaÃ±oles como al Estado central. Por ello
merece la pena explorar lo que llamo aquÃ un derecho de libre determinaciÃ³n consensuado,
susceptible de desactivar el enconamiento del problema.Â 

Canada, un estado con varios y recientes cambios constitucionales (el penÃºltimo en 1982) y
territoriales, aceptÃ³ en 1995 la simple libre determinaciÃ³n de Quebec, con resultado negativo.
Desde 1997 CanadÃ¡ es definido como un estado unitario por su Tribunal Constitucional.

Una hipotÃ©tica secesiÃ³n de CataluÃ±a no es asunto que solamente le afecte a ella misma:
afectarÃa tambiÃ©n, obviamente, al resto de EspaÃ±a. Por eso no encaja exactamente con el
supuesto del derecho a la libre determinaciÃ³n. Pero podrÃa encajar en un derecho de 
libre determinaciÃ³n consensuado si una precisiÃ³n razonable de lo que se puede exigir para
ejercer tal derecho resultara convincente para la mayorÃa de los ciudadanos espaÃ±oles y
obtuviera su necesario consenso.

Hay problemas, lo seÃ±alaba Antonio Gramsci, graves y complejos que no se pueden resolver
mediante la formaciÃ³n de simples mayorÃas. En este caso minorizar al otro genera divisiÃ³n,
lucha social y sobre todo sufrimiento. En situaciones asÃ, la superioridad dÃ©bil de una mayorÃa,
cualquiera que sea, sobre una minorÃa se ha de ver mÃ¡s bien como un sÃntoma de la
inmadurez o unilateralidad del planteamiento del problema. Para que Ã©ste madure, se complete
y sea soluble es preciso recurrir a procedimientos que impongan ritmos pausados de desarrollo a
la cuestiÃ³n controvertida.Â 

En lo que sigue tratarÃ© de formular esa necesaria precisiÃ³n Â del derecho de libre



determinaciÃ³n consensuado.

Para empezar es necesario, como se ha dicho, el consenso del conjunto de la ciudadanÃa, con
rango constitucional. La primera tarea consiste pues en dar razones legÃtimas para que una
mayorÃa de ciudadanos constitucionalice ese consenso.

Eso supone una gran campaÃ±a de argumentaciÃ³n polÃtica y de debate para dar a comprender
la necesidad de los cambios constitucionales a poblaciones poco sensibles hasta ahora a la
necesidad de estructurar tambiÃ©n constitucionalmente la diversidad cultural de EspaÃ±a.Â 

Viene a continuaciÃ³n una determinaciÃ³n posible (son imaginables tÃ©cnicamente otras) de las
condiciones para el ejercicio del derecho de libre determinaciÃ³n en una de las comunidades
constitucionales.Â 

1. La solicitud de ejercicio de ese derecho en una comunidad ha de proceder de una mayorÃa de
una legislatura del parlamento de esa comunidad, legislatura que habrÃa de finalizar
automÃ¡ticamente por ese acto para que dicha solicitud pudiera ser ratificada, eventualmente, por
la legislatura siguiente. Eso garantiza, al recurrir efectivamente a elecciones, una voluntad 
sostenida de ejercer ese derecho.

2. Â Se debe exigir que cualquier decisiÃ³n refrendada de cambio delÂ statu quo ante Â sea
efectiva y realmente mayoritaria entre la poblaciÃ³n: en asuntos de derechos â€”como es el
estatuto de la ciudadanÃaâ€” es injusto e impolÃtico dividir por la mitad o por estrecha mayorÃa a
las gentes. Los cambios, sensatamente, se pueden dar, pero sÃ³lo merced a mayorÃas amplias.
Ã‰stas pueden ser referidas al censo electoral â€”80% de participaciÃ³n al menosâ€” y no a los
votantes, o bien a Ã©stos, pero con mayorÃas cualificadas â€”del 55%, al menos, p.ej.â€”, o
incluso a ambas cosas, o en todas y cada una de las provincias de la comunidad autÃ³noma.

3. En tercer lugar, se debe exigir que una hipotÃ©tica instituciÃ³n polÃtica nueva reconozca
constitucionalmente los derechos que ya tienen los ciudadanos y respete los de las minorÃas,
incluido tambiÃ©n el derecho de libre determinaciÃ³n mismo, o sea, la reversibilidad del cambio
institucional.

Estas tres condiciones deberÃan bastar para consensuarÂ  la inclusiÃ³n de un derecho de libre
determinaciÃ³n en una propuesta de cambio constitucional federal sometida a la aprobaciÃ³n de
la ciudadanÃa. Y se puede hacer sin reconocer soberanÃa distinta a la comÃºn de todos los 
ciudadanos. El derecho de libre determinaciÃ³n consensuado serÃa jurÃdicamente la controlable
delegaciÃ³n a una parte de la ciudadanÃa, por el detentador de la soberanÃa â€”o sea, del 
todoâ€”, siempre a condiciÃ³n de la observancia estricta de un conjunto de condiciones muy
preciso, de una capacidad decisoria que afecta al todo y a la parte.

Comprobada por las instituciones del todo la legalidad del conjunto del proceso llegarÃa el
momento de reconocer su resultado por parte del Estado.



Y si finalmente ese reconocimiento hubiera de dar lugar a una nueva soberanÃa, Ã©sta, ademÃ¡s
de la posibilidad de declararse independiente y ser arrojada a las tinieblas exterioreseconÃ³micas
por la UniÃ³n Europea, tendrÃa tambiÃ©n la de asociarse de algÃºn modo aEspaÃ±a, en forma
de estado asociado o confederado, con lo que esquivarÃa esa posibilidad.
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